EL JUICIO ORAL
PARTE CENTRAL DEL PROCESO ORAL PENAL
Citando a Bertolino podremos comprender que, “… mediante el juicio penal oral se trata de resolver… un conflicto social material mediante un hecho social formalizado especifico. Estamos, de tal manera, algo así como de cara a dos historias: la historia penal, que es la del caso bajo enjuiciamiento… y la historia procesal, es decir, aquello “que pasó” en el proceso… el punto de sutura de ambas historias será la sentencia de mérito… Entonces el desiderátum de cualquier juicio penal oral será que exista la mayor y más completa coincidencia posible –nunca podrá ser total– entre aquellas dos realidades sociales.”

Entonces, tratando de apegarse al punto de coincidencia entre la realidad histórica y la realidad procesal, es que dentro nuestra codificación adjetiva local, el constituyente emitió no sólo una definición de lo que debe entenderse por juicio oral, sino también de los principios que deben regirlo, encontrándose tales circunstancias dentro del contenido de su artículo 316.
“El éxito que se pueda alcanzar en la satisfacción de la finalidad del proceso penal, o sea que el Estado adquiera el derecho subjetivo de aplicar una pena a un sujeto concreto por la comisión concreta de un delito, … torna indispensable regular por la ley el procedimiento total a seguir y, dentro de él, el detalle de cada acto que lo integra.”
, circunstancia apreciable en el caso particular de nuestra entidad federativa, pues el Capítulo III del Título Octavo del Código de Procedimientos Penales (en sus artículos 316 a 385), regula de manera concreta y específica la audiencia de debate.
Así, “El juicio oral es el momento culminante del proceso penal… pues en esta oportunidad procesal debe ponerse a prueba, más allá de toda duda razonable, la culpabilidad del acusado… se ponen de manifiesto en plenitud todos los principios del sistema acusatorio y todas sus virtudes.”
, aunque existen autores como Claus Roxin, quienes consideran que dicha aseveración debe relativizarse, ello debido a que gran parte de los procedimientos penales terminarán por vías distintas propiamente a la de juicio
.
No obstante los argumentos anteriores, no cabe duda que la audiencia de debate es la etapa central de todo procedimiento penal inserto en el sistema acusatorio, aún y cuando como se señalaba líneas atrás, sólo una menor parte de las causas que llegan al sistema concluirán por esta vía y,  el resto (la gran mayoría) finalizarán por otros medios o motivos.
“¿No es paradójica esta situación? ¿Qué lleva a los sistemas modernos de enjuiciamiento penal a afirmar la centralidad del juicio oral y, sin embargo, están diseñados para que sólo una mínima cantidad de los casos que se conocen lleguen al mismo?”

Baytelman y Duce
 explican tales interrogantes de la siguiente manera: “… el juicio oral siempre es un derecho del acusado y, en consecuencia, éste siempre podrá rechazar cualquier otra fórmula, a través de la cual el sistema pretenda restringir sus derechos constitucionales. Entonces, todos los actores, en todas las etapas, deberán tener presente que la eventualidad del juicio es una posibilidad sobre la cual nadie más que el imputado tiene el control final y, en consecuencia, deberán arreglar su desempeño dentro del procedimiento, como si cada causa pudiera eventualmente ir a juicio.”
“La existencia de alternativas y la del llamado procedimiento abreviado, permitirán múltiples salidas al proceso penal, permitiendo así que el juicio oral — el mecanismo de mayores costos del sistema — no se aplique de modo indiscriminado.”
 

“La centralidad del juicio… dependerá del grado de rigurosidad con el que se plantee la exigencia de producción íntegra de la prueba durante el desarrollo del juicio y ante los miembros del tribunal.”

Dada la idea anterior, es que se inicia el análisis de cada uno de los principios que rigen al sistema acusatorio adversarial, puesto que es precisamente en la audiencia de debate donde sin lugar a dudas se concretizan de manera incuestionable.

Cabe aclarar que no se quiere afirmar con ello que las demás etapas del proceso se abstraigan de dichos principios, sino que algunos de ellos no se cristalizan en su forma más pura hasta que el proceso llega a tal etapa. 
De esta manera encontramos (para reafirmar la idea anterior) que el código adjetivo local establece:
“Artículo 3. Principios rectores. En el proceso penal se observarán especialmente los principios de oralidad, publicidad, igualdad, inmediación, contradicción, continuidad y concentración, en las formas que este Código determine…”

“Artículo 36. Audiencias ante Juez de Garantía. En las audiencias ante el Juez de Garantía se observarán, en lo conducente, los principios previstos en el Artículo 3º del presente Código…”
Así apreciamos que: “En el juicio oral se realiza el test de control de calidad de la información. No hay prueba producida fuera del juicio y lo único que existe para los jueces que van a fallar es lo que ocurre en la audiencia. Los actos anteriores son estrictamente preparatorios, así la información que el Fiscal haya reunido durante la investigación no existe sino sólo en cuanto es producida en el juicio oral.”.

“La validez del pronunciamiento… no puede jamás surgir como un acto voluntarista o de decisión personal tomada por los juzgadores sobre la base de sus personales conocimientos y actividades, sino que debe surgir del enfrentamiento de las posiciones sustentadas por las partes; es en el juego de postulaciones y acreditaciones, de argumentaciones y refutaciones en el que se va determinando la verdad judicial.”

Por tanto, “En las audiencias orales y públicas queda muy claro que es el debate genuino, informado, entre los interesados, la mejor forma en que los interesados pueden interactuar con el tribunal para producir la decisión judicial más justa.”


El primero de los principios sería la oralidad, que se encuentra acotada en el guarismo 327 del código procedimental penal estatal, cuando menciona:
“Artículo 327. Oralidad. El debate será oral, tanto en lo relativo a los alegatos y argumentos de todas las partes, como en todas las declaraciones, la recepción de las pruebas y, en general, a toda intervención de quienes participen en él.

Las decisiones del presidente y las resoluciones del Tribunal serán dictadas verbalmente, con expresión de sus fundamentos y motivos cuando el caso lo requiera, quedando todos notificados por su emisión, pero su parte dispositiva constará luego en el acta del debate.”

Para Francisco Hermosilla, “la oralidad más que un principio en sí, constituye el medio más apto para preservar la consecución de determinados fines del nuevo proceso, entre otros la inmediación y publicidad al permitir que los jueces, intervinientes y público en general, puedan por medio de sus sentidos observar como aquél se desarrolla.”


“Como se sabe, la expresión hablada es la manifestación humana por excelencia y, sin duda, el modo normal de comunicación y una condición básica de la sociabilidad.  Normalmente, nos relacionamos en nuestra vida cotidiana a través del habla y del lenguaje gestual que la acompaña, mediante el cual comunicamos y captamos ideas, informaciones y sentimientos… la realización oral… exige presentismo de todos los intervinientes, lo que implica la imposibilidad del fenómeno de delegación de funciones propia del sistema escrito, por lo que también debemos hablar de indelegabilidad de funciones respecto a todos los intervinientes”

En conclusión, “… el procedimiento oral es infinitamente superior al escrito porque asegura en máximo grado la inmediación, es decir, el contacto directo y simultaneo de los sujetos procesales con los medios de prueba en que debe basarse la discusión plena de las partes y la decisión del juzgador… se dicen más cosas cuando se habla que cuando se escribe, se abunda más en detalles que ayudan a la comprensión y es más completa la transmisión del pensamiento… transmite sentimientos y emociones que la escritura no puede….”

El segundo de los principios es la inmediación, para visualizar la definición de este principio, debemos acudir a  la lectura del numeral 319 del código de procedimientos penales así como a la opinión de Francisco Hermosilla, quien menciona que se trata de uno de los principios claves del nuevo sistema procesal penal pues: “se concibe como lo contrario a la inmediatez, es decir nadie interviene entre quien ofrece la información y quien la recibe.”
, y donde agregan Le Cerf y Cerda San Martín,
 que el Juez trabajará de cara a la sociedad, e igual ocurrirá con el fiscal quien demostrará a la sociedad el fruto del trabajo de su investigación si logra obtener un fallo condenatorio; finalmente del mismo modo, el defensor deberá sostener públicamente porque debe darse ya sea una pena mínima y justa, o bien la absolución de su cliente.
Encontrábamos en sentido contrario, que el proceso escrito había llevado a que toda la discusión sobre el análisis del testimonio se realizara contra el papel, “que todo lo aguanta”, y donde primordialmente reposaban las declaraciones en un proceso, y no contra la percepción directa que el juzgador en virtud del principio de inmediación, logra captar de un testigo.
Como expresaría Jürgen Bauman, “A la ley le interesa obtener una impresión fresca, directa y libre del polvo de las actas, la posibilidad de intervenir en forma permanente y la colaboración sin trabas de quienes participan en el proceso.”

Entonces, es que puede entenderse que las declaraciones de testigos y/o peritos no deben leerse durante el debate (salvo los casos excepcionales expresamente contemplados por la ley), sino que éstos deben comparecer a narrar lo que conozcan sobre los hechos, e igualmente estar dispuestos a contestar las preguntas que les realicen los demás sujetos procesales.

La publicidad, acorde con Guillermo Piedrabuena permite, “Desde la visión del ciudadano… que los gobernados conozcan en forma directa como se tramitan los juicios y ejerzan un escrutinio mucho más amplio sobre los juzgadores, quienes, en su última instancia, son responsables ante la sociedad del debido ejercicio de sus atribuciones. El hecho de que los juicios se lleven de cara al público permite que haya una convergencia de los flujos informativos entre el ciudadano y sus juzgadores en la medida en que ambos reciben la misma información objeto del litigio.”

Y es que como menciona Tavolari, “… la oralidad y la publicidad no sólo son el resultado de la regulación legal, sino la única opción del Estado de Derecho, caracterizado por el control que los súbditos debemos ejercer sobre quienes detentan por nosotros el poder. Sólo en un juicio oral y público conoceremos de qué  manera los fiscales –el Estado- cumplen su misión persecutoria y verificaremos qué resuelven los jueces y cuáles fueron sus motivaciones y antecedentes. Esto constituye, una vez más, la esencia del Estado republicano de Derecho.”

Luego de las explicaciones anteriores, resulta de suyo explicar que, la publicidad del proceso penal se encuentra dispuesta y dispersa en varias disposiciones y no solamente en algún artículo aislado, circunstancia apreciable en los numerales: 3, 316, 321, 322 y 323, aunque sin duda, el más destacable (dado el capítulo en el que nos encontramos), resulta ser:
“Artículo 321. Publicidad. El debate será público, pero el Tribunal podrá resolver excepcionalmente, aún de oficio, que se desarrolle a puertas cerradas, total o parcialmente, cuando:

I. Pueda afectar la integridad física o la privacidad de los miembros del Tribunal, de alguna de las partes, o de alguna persona citada para participar en él;

II. El orden público o la seguridad del Estado puedan verse gravemente afectados;

III. Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, cuya revelación indebida sea punible; o

IV. Esté previsto específicamente en este Código o en otra ley.

La resolución será fundada y constará en el registro del debate de juicio oral. Desaparecida la causa, se permitirá ingresar nuevamente al público y quien presida el debate informará brevemente sobre el resultado esencial de los actos cumplidos a puertas cerradas, cuidando de no afectar el bien protegido por la reserva. El Tribunal podrá imponer a las partes en el acto el deber de reserva sobre aquellas circunstancias que han presenciado, decisión que constará en el registro del debate de juicio oral.

El Tribunal señalará en cada caso las condiciones en que se ejercerá el derecho a informar y podrá restringir o prohibir, mediante resolución fundada, la grabación, fotografía, edición o reproducción de la audiencia, cuando puedan resultar afectados algunos de los intereses señalados en este Artículo o cuando se limite el derecho del acusado o de la víctima u ofendido a un juicio imparcial y justo.”
La continuidad y la concentración son principios ligados íntimamente al de oralidad, puesto que aquellos implican que durante la realización del proceso, se lleven a cabo en una sola audiencia los mayores actos procesales posibles, lo que contribuye a la celeridad del proceso.

Parece ser que Rodrigo Cerda San Martín, en su obra “El juicio oral”, desglosa de una mejor manera estos dos principios que parecen entremezclarse el uno con el otro, lo que en ocasiones dificulta su comprensión, ello cuando establece: 
“El principio de continuidad se refiere a la exigencia de que el debate no sea interrumpido, que la audiencia se desarrolle en forma contínua (sic), pudiendo prolongarse en sesiones sucesivas hasta su conclusión… El principio de concentración, por su parte significa que todos los actos necesarios para concluir el juicio se realicen en la misma audiencia.”


Tales reglas se traducen, hablando específicamente de la etapa de Juicio Oral, “… en la realización del debate en una sola audiencia, o de no resultar posible, en la menor cantidad de audiencias consecutivas y con la mayor proximidad temporal entre ellas, de manera de evitar que el transcurso del tiempo borre la imprecisión que el juzgador pueda formarse en relación al acusado y los actos… que se hayan realizado, que la memoria del Juez le juegue una mala pasada y que… al momento de dictar sentencia final, tenga presente en su memoria la impresión que le causó cada una de las diligencia que se llevaron a cabo… que en definitiva, van a servirle de fundamento para la decisión que se adopte en relación a la acusación formulada…”

Así parece haberle entendido Bodes Torres, “El principio de concentración abarca desde el inicio del juicio hasta que se dicta la sentencia, cuando el procedimiento incluye una resolución escrita que pone fin al proceso en esa instancia y en ese momento es que se adopta la decisión sobre el caso”
. 
Precisa el autor tal circunstancia, porque en el sistema cubano al igual que en el chileno y ahora también en el chihuahuense
, el tribunal debe acordar el fallo (de absolución o condena) inmediatamente después de celebrado el juicio, difiriendo el momento de la elaboración de la sentencia para un momento posterior. Es decir, en el sistema acusatorio la concentración del juicio discurre desde el momento de su inicio, hasta que se pronuncia verbalmente la sentencia correspondiente.

El nacimiento de la sentencia se da con el dictado del fallo ya multialudido, ello es así porque los hechos que han dado por acreditados los miembros del órgano jurisdiccional por razón de la prueba que presenciaron durante la audiencia de debate, quedarán incólumes, resultando pendiente sólo esgrimir de manera fundada y motivada (y con más amplitud que durante el fallo) las razones que dichos resolutores tuvieron para haber blandido su decisión (condenatoria en este caso); claro está, luego de la audiencia de individualización de sanciones y reparación del daño conducente en el caso de que se hayan ofrecido pruebas para tal efecto, o no se haya renunciado por las partes a dicha etapa procesal
.

La igualdad, constituye la expresión constitucional que establece la correspondencia de derechos y deberes de todos los ciudadanos mexicanos, el cual se refrenda en los artículos 1º, 4º  y 20 de nuestra Constitución Política, ya que las partes dentro de un proceso de tipo judicial, gozan de paridad ante los órganos jurisdiccionales.

Propugna a su vez “… que los litigantes deben encontrarse en una posición de igualdad, disponiendo todos ellos de los medios, recursos y oportunidades para que puedan formular sus alegaciones y peticiones, y para que rindan sus pruebas.”


Las preliminares expresiones tienen cabida en la codificación adjetiva en sus numerales 12 y 13; debido a él, los jueces no podrán mantener, directa o indirectamente, comunicación con alguna de las partes o sus defensores, sobre los asuntos sometidos a su conocimiento, salvo con la presencia de todas ellas. La contravención a este precepto será sancionada en los términos que establezcan las leyes. Corresponde a los jueces preservar el principio de igualdad procesal y despejar los obstáculos que impidan su vigencia o la debiliten.”
Así, de manera más amplia, Bodes Torres señala,
 que durante el acto del juicio oral ambas partes – Ministerio Público y defensor – tienen iguales derechos a interrogar al acusado, a los testigos y a los peritos, examinar las pruebas documentales y hacer las observaciones pertinentes, así como concurrir a la inspección del lugar del suceso; además de consignar en el acta del juicio sus protestas ante las decisiones que adopte el tribunal y de oponerse a las pretensiones de la contraparte; finalmente pueden rendir sus informes orales, exponiendo las alegaciones que sobre el asunto consideren pertinentes, y después de ello, a realizar las aclaraciones de conceptos que entiendan procedentes, siempre dentro del marco referido al evento que se ventila y de acuerdo con lo fijado en la legislación procesal.
La contradicción como mencionan Horvitz Lennon y López Masle en el segundo tomo de su obra, “Derecho Procesal Penal Chileno”
 permite el libre juego del conflicto entre las partes del proceso, portadoras de puntos de vista contrastantes o de intereses opuestos.
Así para Barritia y otros, “… el pronunciamiento judicial al que se arribe en todo Juicio Oral debe ser precedido de un debate pleno y contradictorio sobre todos los aspectos allí ventilados, a la vez que necesariamente ha de fundarse en pruebas respecto de las cuales se haya producido la debida contradicción, siendo sólo de este modo el correcto ejercicio del derecho de defensa ya consagrado en el Derecho Internacional. Tal procedimiento probatorio ha de tener lugar necesariamente en el debate contradictorio, que, en forma oral, se debe desarrollar ante el mismo Tribunal que ha de dictar sentencia, de suerte que la convicción de éste sobre los hechos enjuiciados se alcance en contacto directo con los distintos medios probatorios acumulados. Sin embargo, como excepción a la regla general de la práctica de la prueba en el Juicio Oral, existe la posibilidad de encontrarnos frente a pruebas producidas con anterioridad a dicho debate conforme a la ley procesal, pero siempre éstas deben reproducirse en el Juicio… o ser ratificadas en su contenido por sus protagonistas o que se dé a las partes la posibilidad de contradecirlas en dicho debate.”

Como puede verse, este principio debe garantizarse incluso en los supuestos de producción de prueba fuera de la audiencia de debate, ya que dichos medios convictivos deben ser reproducidos en aquella para alcanzar efectividad valorativa para fundar una sentencia; tal circunstancia impera a manera de ejemplo, en la realización de prácticas periciales –obvio durante la etapa de investigación-, la solicitud de llevar a cabo testimonios anticipados, la lectura de interrogatorios anteriores a la audiencia de debate (por los supuestos acaecidos en la ley procesal), la lectura de documentos, la prueba nueva (superveniente), la prueba sobre prueba y la exhibición de objetos y otros medios.










� BERTOLINO, Pedro J., El Derecho al Proceso Judicial, Editorial Temis, Bogotá, Colombia, 2003, p. 35.


� MORAS MOM, Jorge R., Manual de Derecho Procesal Penal, 6ª Edición Actualizada, LexisNexis Buenos Aires, 2004., p. 109.


� PÉREZ SARMIENTO, Eric Lorenzo, Fundamentos del Sistema Acusatorio de Enjuiciamiento Penal, Colombia, Temis, 2005, p. 147.


� CLAUS, Roxin, Derecho Procesal Penal, Editores del Puerto, Buenos Aires, 2000, p. 21.


� BAYTELMAN A., Andrés y DUCE J. Mauricio, Litigación Penal y Juicio Oral, Ecuador, Imprenta Noción, 2004, p. 16.


� Ibídem, p. 18.


� Chile, Biblioteca del Congreso de Chile, Historia de la ley No. 19.696 (Establece Código Procesal Penal), � HYPERLINK "http://www.bcn.cl/histley/lfs/" ��http://www.bcn.cl/histley/lfs/�POR_ARTICULO/HLCPP/HLArt7_19696.pdf, consultado el 15 de abril de 2009, p. 233.


� HORVITZ LENNON, María Inés y LÓPEZ MASLE, Julián, Derecho Procesal Penal Chileno, Tomo II, Editorial Jurídica Chile, 2004, p. 232.


�� HERMOSILLA IRIARTE, Francisco Antonio, CERDA SAN MARTÍN, Rodrigo Alberto y LE CERF, Christián, Manual y Guías de Trabajo para Jueces de Garantía y Orales en lo Penal del Estado de Chihuahua. Basado en el Código Procesal Penal, p. 215.


� VÁZQUEZ ROSSI, Jorge E., Derecho Procesal Penal, Tomo II – El Proceso Penal, Rubinzal-Culzoni Editores, Argentina, 1997, p. 409.


� CAROCCA Pérez, Álex, Manual – El Nuevo Sistema Proceso Penal, Chile, LexisNexis, 3ª edición, 2005, p. 14.


� HE RMOSILLA IRIARTE, Francisco, Curso Habilitante para Jueces de Garantía y Orales en lo Penal, Primera etapa del concurso de selección para aspirantes a Jueces de Garantía y de Tribunal de Juicio Oral del Distrito Judicial Morelos, Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Chihuahua, 2006, diapositiva 26.


� VÁZQUEZ ROSSI, Jorge E., Op Cit., p. 411.


� PÉREZ SARMIENTO, Eric Lorenzo, Fundamentos del Sistema Acusatorio de Enjuiciamiento Penal, Colombia, Temis, 2005, p. 29.


� HE RMOSILLA IRIARTE, Francisco, Op. Cit., diapositiva 27.


� HERMOSILLA IRIARTE, Francisco Antonio, CERDA SAN MARTÍN, Rodrigo Alberto y LE CERF, Christián, Op. Cit., p. 219.


� BAUMAN, Jürgen, Derecho Procesal Penal, Ediciones Depalma, Buenos Aires, Argentina, 1986, p. 95.


� Consúltense al respecto los numerales: 334, 339, 361, 259 párrafo segundo, último párrafo del 273 y 297, así como el 363, todos ellos del Código Procedimental.


� PIEDRABUENA RICHARD, Guillermo, La víctima y el testigo en la Reforma Procesal Penal, Ministerio Público (Fiscalía Nacional) - Editorial Fallo del Mes, Chile 2003, p. 85.


� TAVOLARI OLIVEROS, Raúl, Instituciones del Nuevo Proceso Penal – Cuestiones y Casos, Editorial Jurídica Chile, 2005, p. 371.


� CERDA SAN MARTÍN, Rodrigo, El juicio oral, Editorial Metropolitana, Chile, 2003, p. 82.


� BARRITA, Cristian Edgardo; DAZA GÓMEZ, Carlos y TORRES, Sergio Gabriel, Principios Generales del Juicio Oral Penal, Flores Editor y Distribuidor, S.A. de C.V., México, 2006.


� BODES TORRES, Jorge, El juicio Oral (Doctrina y experiencias), Flores Editor y Distribuidor, S.A. de C.V., México, 2009, p. 107.


� Consúltese el artículo 371 del código procedimental.


� Consúltese el párrafo segundo del artículo 380 del Código de Procedimientos Penales.


� CERDA SAN MARTÍN, Rodrigo, Op. Cit., p. 126.


� BODES TORRES, Op. Cit., p. 110.


� HORVITZ LENNON, María Inés y LÓPEZ MASLE, Julián, Derecho Procesal Penal Chileno, Tomo II, Editorial Jurídica Chile, 2004, p. 253.


� BARRITA, Cristian Edgardo; DAZA GÓMEZ, Carlos y TORRES, Sergio Gabriel, Op. Cit., p. 50.





